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		  INTRODUCCIÓN

			UNA MIRADA A LA PROBLEMÁTICA DEL ABORTO

			Cuando hablamos de aborto, hablamos de una mujer que ha tomado la decisión de no ser madre en ese momento de su vida y ha decidido interrumpir su embarazo, ha pasado por un hondo dilema y ha tomado la decisión que, en su conciencia y para ella, es la mejor, por difícil, dolorosa y arriesgada que sea. Esta mujer tal vez nunca quiso ser madre, tal vez no quiere ser madre, o nuevamente madre, quizá porque no tiene manera de criar, alimentar, educar a un hijo o hija, o no a un hijo o hija más; o no se siente capaz; o no quiere cargar el resto de su vida con un recordatorio de la violación o incesto que ya cambió su vida; o no quiere exponerse a morir o a quedar enferma o con discapacidad por continuar un embarazo de altísimo riesgo que, además, puede culminar con la muerte inmediata de un feto con malformaciones severas. Esta mujer, quienquiera que sea, enfrenta la misma pregunta: ¿cómo terminar su embarazo? Según dónde y cómo viva, tiene la opción de acudir a una clínica y utilizar un procedimiento seguro, retomar su vida y resolver así sus demás problemas; o buscar una clínica clandestina, o usar sus propios medios para salir de esta situación, aunque con ello exponga su vida, su salud y su bienestar. Ella, pues, ha tomado la decisión, pero la sociedad, sus leyes e instituciones son las que le permitirán llevarla a cabo con la libertad y dignidad que merece, o la obligarán a esconderse, a ponerse en riesgo, a enfrentar la posibilidad de morir en ese intento o ser objeto de estigma y severas penalidades.

			Hablar del aborto es sacar a la luz la desigualdad e injusticia social en un país donde una minoría puede acceder a un aborto seguro si tiene recursos económicos o si vive en una ciudad donde éste es legal, si encuentra el personal de salud y judicial que le permita ejercer este derecho, si su situación corresponde a alguna de las causales legales que así lo determinan. Un país con enormes brechas sociales y económicas, con un marco legal abigarrado y funcionarios muchas veces omisos; donde una mayoría de mujeres, jóvenes y niñas, no tienen o no ven más opción que recurrir a una clínica clandestina o a sus propios medios para dar fin a un embarazo traumático. Un país en que el marco legal protege el derecho a la igualdad, a la autonomía y a la salud, más en la letra que en la práctica; donde los agentes del Estado laico han cedido ante el dogma y los prejuicios de grupos ultraconservadores, auspiciados o inspirados por la Iglesia católica o por Iglesias cristianas, dispuestos a coartar los derechos de las mujeres en nombre de una entelequia: el embrión como persona y “el derecho a la vida desde la fecundación-concepción”, como derecho superior si no absoluto. Las consecuencias de la desigualdad y la injusticia, evidentes de por sí en la vida de millones de mujeres y niñas, se manifiestan también en las decenas de muertes maternas y en las miles de hospitalizaciones provocadas por abortos inseguros. No son cientos de miles, pero cada una de esas muertes, discapacidades y enfermedades se habrían evitado si el procedimiento hubiera estado permitido por la ley o si ésta se hubiera cumplido puntualmente. Son muertes y afectaciones innecesarias, que reflejan la indiferencia de legisladores, políticos, ministerios públicos, médicos, clérigos e ideólogos ante la experiencia de vida de cientos de miles de mujeres que año con año optan por abortar y tienen que hacerlo muchas veces con altos costos, económicos y personales. Son ellas y sus familias quienes principalmente enfrentan estos costos, pero esta práctica y sus consecuencias afectan de hecho a toda la sociedad. ¿O no se ve afectada una sociedad que propicia o tolera muertes que pueden evitarse, o que pasa por alto secuelas que afectan de por vida a miles de mujeres?

			En México, cualquiera que sea la estimación de muerte materna por aborto inseguro que se consulte, éste sigue siendo un problema de salud pública en cuanto que afecta la salud y bienestar de miles de personas y sus familias y representa una fuente de riesgo que, como ha demostrado la experiencia de muchos países, puede evitarse si se siguen las mejores prácticas, es decir si se garantiza el acceso al aborto legal, y si las políticas de salud incluyen tanto servicios seguros y accesibles como programas de prevención integrales, programas de planificación familiar y educación sexual científica. Hablar del aborto en este ámbito es situar en el centro el derecho de las mujeres a la salud y la responsabilidad que tiene el Estado de garantizarlo y hacerlo efectivo mediante políticas de salud pública adecuadas.

			Cuando se recuerda que la salud no es sólo ausencia de enfermedad sino la capacidad de adaptarse y enfrentarse a un medio ambiente, de tomar decisiones y de desarrollarse con autonomía, queda claro que el derecho a la salud incluye los derechos sexuales y reproductivos y en particular el derecho a decidir si se quiere ser madre, cuándo, cuántas veces y con quién. Desde esta perspectiva, las políticas de salud y la legislación acerca del aborto están estrechamente relacionadas y se vinculan también con el marco internacional de derechos humanos, en el cual se postula el derecho de las mujeres a vivir sin violencia, con igualdad, autonomía y salud. El derecho a la protección a la salud es universal aunque no se cumpla; a partir de él una serie de convenciones, tratados y compromisos internacionales han establecido metas mínimas, y lineamientos y recomendaciones para lograrlas. Entre estas metas de interés para la comunidad internacional se ha establecido la necesidad de prevenir y evitar embarazos no deseados, embarazo adolescente y muerte y morbilidad materna. Como integrante de esta comunidad, México se ha adherido a estos mecanismos y está obligado a cumplir con sus lineamientos y, lo haga o no, ha reconocido implícitamente este compromiso y está obligado a dar cuenta de sus acciones ante los organismos internacionales.

			Tanto en el ámbito internacional como en el nacional, hablar de aborto es también referirse a un debate en múltiples niveles. Problemas de salud, salud pública y derechos humanos se discuten y estudian desde la medicina, la demografía, el derecho y también desde la ética y la moral, ya que como todo aquello que tiene que ver con la vida, la dignidad, la igualdad, plantea también dilemas éticos y morales. Por implicar temas especializados y delicados, como el inicio de la vida, la definición misma de vida, y porque en última instancia en su centro se encuentra el derecho de las mujeres a decidir en libertad, igualdad y de manera informada, el debate en torno al aborto exige más reflexión que opinión. Desafortunadamente, en gran medida por este último motivo se ha convertido en un ámbito de polémica, con frecuencia polarizada, donde confluyen posturas ideológicas, religiosas, morales, éticas y jurídicas contrarias, e intereses políticos de diverso calibre.

			Así, en México y América Latina, por no generalizar al resto del mundo, el acceso al aborto seguro y legal como medida de salud pública suele pasar a segundo plano debido a la preeminencia en los medios masivos de difusión y en los foros públicos de fuerzas políticas que destacan, no los derechos de las mujeres, sino supuestos derechos del cigoto-embrión al que, desde doctrinas como las que postulan la Iglesia católica y diversas Iglesias cristianas, o desde el jusnaturalismo, se pretende atribuir la condición de “persona” a la que corresponderían una serie de derechos “inherentes”. Si bien desde la bioética y las neurociencias, desde el derecho positivo en el marco de un Estado laico, y desde los derechos humanos, se ha cuestionado esta postura, con argumentos de peso, han ganado una creciente influencia grupos y personas que abogan por la defensa de “la vida desde la concepción hasta la muerte natural”, inspirados o alentados por un Vaticano que se ha resistido a modificar su postura ante las transformaciones sociales y, sobre todo, ante los avances de la ciencia.

			La contraposición de verdades y evidencias no ha favorecido el diálogo sino la confrontación, de tal modo que con frecuencia el debate público al respecto se ha polarizado, como pudo observarse en la Ciudad de México cuando la Asamblea Legislativa del Distrito Federal (ALDF) discutió y aprobó las reformas que despenalizaron el aborto en esta ciudad hasta la doceava semana de gestación, en abril de 2007. En este contexto se dio la inusitada reacción de los titulares de la Procuraduría General de la República (PGR) y de la Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH), quienes un mes después presentaron sendas acciones de inconstitucionalidad (146/2007 y 147/2007) ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), con la intención de revertir dichas reformas. En una histórica decisión, en abril de 2008, ésta convocó, rescatando la figura del amicus curiae,[1] a audiencias públicas para dar a la sociedad la posibilidad de emitir su opinión a favor y en contra de la despenalización ante los ministros, quienes las tendrían en cuenta para emitir su sentencia, hecho inédito en la historia de esta corte. Su sentencia, emitida el 28 de agosto de 2008 y publicada en marzo de 2009, constituyó también un hito, ya que, aunque no entró al fondo de la materia, sí convalidó con sólidos argumentos la constitucionalidad de las reformas que han permitido la interrupción legal del embarazo en el Distrito Federal.

			Al cabo de nueve años, es evidente que con estas reformas, en los hospitales públicos del D.F., que ofrecen servicios de interrupción legal del embarazo (ILE), se ha logrado evitar la muerte materna y reducir la morbilidad relacionada con el aborto inseguro, así como implementar y difundir medidas para prevenir embarazos no deseados y por tanto la reincidencia del aborto inducido. Sin embargo, también es notorio que la reacción de los grupos conservadores[2] contra la despenalización del aborto en la capital ha agravado los problemas derivados del aborto inseguro en el país. A partir de la reforma del 2007 y de la Sentencia de la SCJN, en efecto, 16 estados modificaron su constitución estatal para inscribir en ella el derecho a la vida “desde la concepción”, lo que ha creado incertidumbre jurídica y en muchos casos propiciado la persecución punitiva de mujeres que han abortado.

			En este contexto y ante un panorama mundial en que tanto el Vaticano como grupos conservadores de diversos países han incrementado su injerencia en los foros internacionales que se ocupan de los derechos humanos y de la condición de las mujeres, el debate que se dio ante la SCJN y la opinión pública en 2008 es particularmente relevante.

			En este libro hablamos del aborto como problema de salud, salud pública y derechos humanos, y como tema de un debate de interés público. Examinamos el problema desde la perspectiva sociodemográfica, de la salud y de los derechos sexuales y reproductivos, teniendo en cuenta su dimensión social e individual. Al analizar las ponencias presentadas desde posiciones divergentes ante la SCJN, objetivo de este texto, buscamos examinar la lógica, contexto e implicaciones de sus argumentos con el mayor rigor científico posible, sin asumir una falsa objetividad y sin perder la distancia crítica necesaria para entender y explicar. Convencidas de que es responsabilidad de la academia contribuir a una discusión y reflexión más informadas acerca de los asuntos públicos, nos propusimos aportar datos, información y elementos de análisis, útiles para la comprensión del aborto como un proceso complejo con facetas diversas e importantes implicaciones para la vida de las mujeres y el bienestar de la sociedad, en el ámbito de la salud en particular. Nos propusimos, asimismo, mostrar los distintos argumentos, tal como se presentaron en su momento y, en lo posible, a la luz de lo que ha sucedido y lo que se ha dicho en nuestro país desde entonces. Nos interesaba y nos interesa aún, entender y mostrar qué estaba, y en gran medida está, en juego para unos y otros, qué se les escapa, emiten o callan, qué destacan y con qué fin, qué implica lo que dicen y lo que no dicen, lo que rechazan y lo que aceptan o dicen aceptar, y exponer, al mismo tiempo, las interpretaciones que se hacen de datos y estudios diversos, según las referencias y fuentes de autoridad que utilizan, y, aunque en menor grado, las emociones, convicciones, creencias, miedos, certezas o dudas a las que se apela en esos argumentos para convencer y fundamentar con rigor la legalidad o ilegalidad constitucional de la reforma del D.F., pues éste era finalmente el sentido último de quienes acudieron ante los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

			Como académicas con un interés profesional y una preocupación personal por la problemática que representa el aborto inseguro en su dimensión social y personal, hemos seguido, analizado y participado en este debate y consideramos oportuno y relevante ahondar en él a partir del contenido de esas audiencias que, por la variedad de las ponencias, por la seriedad con que se expusieron, por la diversidad de los expositores y por el hecho mismo de presentarse ante la Corte Suprema, consideramos una importante y rica fuente documental para entender qué entra en juego cuando se habla de aborto y su despenalización en México.

			VOCES DEL DEBATE

			A partir de las audiencias ante la SCJN puede documentarse y delinearse un debate[3] menos estridente que la polémica pública, pero igualmente contrastante, con puntos de fuga que evaden, eluden o eliden la experiencia de las mujeres y las condiciones concretas en que viven millones de ellas, o por el contrario, las exponen como prueba de la inequidad y la injusticia del marco legal restrictivo; que sustentan su propuesta en evidencias científicas o, por el contrario, las descartan o manipulan y rechazan los avances de la investigación científica; un debate donde se valoran conceptos como el Estado laico, los derechos humanos y la salud pública, o se reivindican la moral de base confesional, la familia, el derecho natural y el derecho penal; en que se contrapone la defensa de la libertad personal y de conciencia a la defensa de la autoridad exegética.

			Las audiencias públicas organizadas por la SCJN reunieron a ochenta hombres y mujeres que, en su calidad de ciudadanos, presentaron sus opiniones y argumentos acerca de las reformas aprobadas por la ALDF un año antes. Con igual número de ponentes de cada grupo, se llevaron a cabo seis sesiones durante los meses de abril, mayo y junio de 2008. En tres de ellas se presentaron argumentos que apoyaban las acciones de inconstitucionalidad en contra de la despenalización del aborto; en las otras tres se expusieron argumentos en contra de la acción de inconstitucionalidad y a favor de la despenalización. Cada uno de los participantes contó con diez minutos para exponer sus argumentos ante los nueve ministros y dos ministras.

			El ejercicio democrático que significaron estas audiencias es inédito en México y representa un testimonio de las diversas y contrastantes voces del debate. Nuestro análisis se centra en las ponencias ahí presentadas porque si bien el formato restringía la posibilidad de ahondar en las ideas expuestas o de desplegar los múltiples niveles de un argumento, en ellas se ilustran claramente las principales razones e ideas que se han vertido en décadas de discusión acerca de las legislaciones sobre el aborto, y son por ello útiles para mirar la percepción de la problemática del aborto en México. Esto no significa que, desde uno u otro ángulo, no haya más que decir ni que sean las únicas interpretaciones existentes o posibles, pero sí ofrecen la posibilidad de acercarse de manera más dinámica a una discusión intensa y muchas veces polarizada.

			Nuestro análisis se concentra en los argumentos que se presentaron en las audiencias, pero no los incluye todos. Nos basamos principalmente en dos publicaciones posteriores: el libro La vida ante la corte. Inconstitucionalidad del aborto, compilación de María del Carmen Cevallos Ferriz y Andrea Fernández Cueto Gutiérrez (2008) que reúne los argumentos en contra de la despenalización del aborto,[4] y Despenalización del aborto en la Ciudad de México. Argumentos para la Reflexión, libro coordinado por Lourdes Enríquez y Claudia de Anda (2008) que reúne las presentaciones de quienes estaban a favor de la despenalización del aborto.[5] Consultamos también las grabaciones audiovisuales de las audiencias y, en la transcripción de éstas, las ponencias que no se incluyeron en ninguno de los libros para completar la información; hicimos entonces un registro selectivo de los argumentos, con el fin de tener en cuenta las participaciones de ambos grupos[6] ante la Corte Suprema.

			Para conocer el perfil de las y los autores, se tomó en cuenta la adscripción de cada uno a partir de la información de las audiencias[7] y de los libros; la mayoría estaban adscritos a alguna organización, o especificaban su cargo u ocupación. Aunque en general estos actores se desenvuelven en más de un ámbito, se consideró la presentación oficial ante la SCJN para clasificarlos en cuatro categorías según su procedencia: integrantes de la academia, representantes de ONG, miembros del sector público (legisladores o funcionarios públicos), e integrantes del sector privado, incluyendo aquí a quienes se presentaron a título personal.

			Como se observa en el cuadro 1, en las audiencias a favor de la despenalización (y por la constitucionalidad de las reformas) participaron 26 mujeres y 14 hombres, es decir 65 y 35% respectivamente. Del total, 40% provenían de ONG, 27.5% del sector público (diputados, senadores, funcionarios), 20% de la academia y 12.5% del sector privado o a título personal. En contra de la despenalización (y por la inconstitucionalidad de las reformas) participaron 16 mujeres y 24 hombres, es decir 40 y 60% respectivamente. Del total, 12.5% provenían de ONG, 30% del ámbito académico, 20% del sector público (diputadas, senadoras, funcionarios) y 37.5% del sector privado, jurídico o empresarial.

			Por otra parte, el total de trabajos publicados en ambas compilaciones fue de 67. De estos, 39 corresponden a argumentos en contra y 28 a argumentos a favor. Del total, 46% (31) corresponden a autores y 54% (36) a autoras. Si se revisan los libros por separado, resulta que quienes escribieron a favor, 29% (8) eran hombres y 71% (20) mujeres; en cambio, del total de argumentos en contra, 59% (23) fueron escritos por hombres y 41% (16) por mujeres. Como vemos, son varones quienes realizaron más ponencias con argumentos en contra de la despenalización en estas publicaciones y, en cambio, más mujeres argumentaron a favor de la despenalización. En la publicación de Enríquez y de Anda, de los 28 textos a favor 39.3% son de representantes de ONG, 35.7% de integrantes de la academia, 21.4% del sector público y 3.6% de un bufete jurídico privado. En la publicación de Cevallos y Fernández, de los 39 textos en contra, 13% son de representantes de ONG, 28% de integrantes de la academia, 21% del sector público y 38% del sector privado. Como puede notarse, la principal diferencia en cuanto a adscripción es que entre los ponentes en contra de la despenalización hay más representantes del sector privado, y en la publicación de ponencias a favor, más representantes de ONG e integrantes de la academia.
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			Desde luego que son más importantes las diferencias entre cada institución, ONG, partido político o ámbito privado de donde proceden los participantes. A grandes rasgos, se puede señalar que, a favor de la despenalización, la mayoría de los académicos provienen de universidades y centros de investigación públicos, las ONG representadas ponen su foco de atención en derechos sexuales y reproductivos, los legisladores y el senador son del PRD o del PSD;[8] y sólo hay un integrante de un bufete jurídico privado y varias ponentes que asistieron a título personal. En cuanto a los expositores en contra de la despenalización, los académicos provienen sobre todo de universidades privadas, las ONG representadas se ocupan, en líneas generales, de asuntos relacionados con las mujeres y la familia en su modalidad tradicional, esto es, desde una óptica confesional; las legisladoras pertenecen al PAN;[9] y la mayoría de los representantes del sector privado se adscriben a bufetes jurídicos de los cuales son propietarios (véase el final de esta Introducción).

			ESTRATEGIA METODOLÓGICA

			El estudio de los argumentos presentados ante la SCJN, publicados en los libros mencionados, se llevó a cabo en cuatro etapas, mediante las cuales se fueron definiendo temas principales, categorías de análisis y subtemas, útiles para el estudio de los argumentos. Hay que mencionar que dentro de una misma ponencia por lo general hay argumentos variados que pertenecen a más de una categoría y se plantean desde más de un campo de conocimiento o ámbito discursivo. Es decir, un mismo autor puede abordar no sólo distintas temáticas, sino también hacerlo desde distintos ámbitos discursivos,[10] y por lo tanto su discurso puede pertenecer a más de una categoría en esta selección. En nuestra primera clasificación elegimos la tesis principal de cada ponencia.

			En la primera etapa se identificaron los diferentes temas o categorías temáticas y se hizo una clasificación preliminar de las principales categorías de análisis que aparecen en las ponencias; cada texto se sistematizó con nombre, adscripción del autor o autora y tema principal. Se tomó nota de las referencias bibliográficas que se usaron en la ponencia y se añadieron algunas observaciones.

			En una segunda etapa se definieron ámbitos discursivos a partir de los temas principales, con el fin de identificar y agrupar la información de manera más eficiente. Cada una de las ponencias se reasignó en alguno de los siguientes ámbitos: 1) Derechos humanos, 2) Salud, 3) Jurídico-político, 4) Social, 5) Filosófico y 6) Científico (evidencias empíricas disponibles, como por ejemplo la magnitud o nivel del aborto, de la mortalidad materna por aborto, o estudios sobre salud mental), este último transversal en la mayoría de las categorías temáticas que definimos.

			Hasta ese momento la diferencia principal entre las ponencias en contra o a favor de la despenalización era que las primeras se inscribían principalmente en el ámbito jurídico o filosófico, con un bajo porcentaje en los de salud y derechos. En cambio, más de la mitad de las segundas se situaban en el ámbito de derechos y en el de salud, con una distribución casi igual en los demás.

			Teniendo en cuenta las posiciones en contra o a favor de la despenalización, se encontraron orientaciones distintas dentro de cada ámbito, en relación con la penalización del aborto. Por ejemplo, en términos de derechos, en las primeras se habla principalmente de los derechos del embrión, mientras que en las segundas se destaca el derecho de las mujeres a decidir y la importancia del Estado laico. En cuanto a salud, quienes se oponen a la despenalización del aborto no hablan prácticamente de salud social o salud pública, ni de derecho a la salud, y los ponentes a favor destacan los conceptos de salud social y salud pública, así como el derecho a la salud que, plantean, el Estado tiene la responsabilidad de garantizar. En el ámbito jurídico, los primeros cuestionan la jurisdicción de la ALDF, en cambio los segundos remiten al derecho internacional y a la Constitución. En el ámbito filosófico, los primeros ponen en el centro la noción de vida, relacionada con dimensiones religiosas o morales, mientras que los segundos hablan, sobre todo, desde la ética. En cuanto al ámbito social, los primeros valoran un concepto tradicional de familia y maternidad, mientras que los segundos ponen el acento en las condiciones socioeconómicas, la desigualdad, la discriminación. En ambos se trata el papel del Estado y de las políticas públicas desde perspectivas diferentes.

			A partir de ahí se establecieron conjuntos conceptual-valorativos así como líneas lógicas de los discursos acerca del aborto. Por ejemplo, en los discursos en contra, la vida y el derecho a la vida del producto de la concepción son centrales, lo que conduce a la valoración y configuración del aborto como un crimen; en cambio, los discursos a favor se centran en los derechos de las mujeres, la temporalidad de la gestación, y configuran y valoran el aborto como un derecho y una cuestión de salud pública.

			Dado que nuestro interés principal es la salud, en una tercera etapa se clasificaron los argumentos en subcategorías de análisis: salud física y salud mental de las mujeres; salud pública; políticas de salud, en particular salud sexual y reproductiva; acceso a servicios de salud, y el concepto de derecho a la salud.

			En una cuarta etapa, una vez identificados lo que consideramos subcampos discursivos en la categoría de salud, por una parte se rastrearon las fuentes tanto empíricas como teóricas en las que se fundamentan los argumentos propuestos, y por otra, se recopilaron las principales investigaciones relacionadas con el tema y las evidencias empíricas disponibles sobre sus distintas dimensiones. El objetivo de esta última etapa fue contrastar la información presentada en las ponencias con la que está disponible en la bibliografía y sus interpretaciones, y dilucidar qué lógica se había seguido en la argumentación. Por ejemplo: cómo, a partir de la información disponible, se podía o no sostener el argumento expuesto en las audiencias; cuál era la discusión más general respecto de cada tema; qué tan válidas eran las premisas que sostenían los argumentos relativos a las distintas dimensiones o temas y a qué tipo de discurso se apegaba la argumentación; cómo incidía la intención del hablante en su interpretación y argumentación; cómo entendían e interpretaban las evidencias presentadas; qué retomaban y qué dejaban fuera.

			Ya identificados los ámbitos discursivos y los subcampos principales, diseñamos la estructura del libro, dedicado de manera prioritaria al análisis de los argumentos desde la perspectiva de salud en sus distintas dimensiones.

			Por último, en lo que se refiere a la presentación de los argumentos, cabe precisar que no buscamos hacer un análisis del discurso, ni un estudio sobre actores particulares, sino un análisis crítico de los argumentos, a favor o en contra, de la despenalización y de las posturas, conceptos, lógicas, valoraciones, que se expresan en ellos en un sentido amplio. Por ello, no presentamos un análisis que tenga en cuenta la identidad del hablante y sus vínculos sociales, lo que nos llevaría a otro tipo de trabajo; sabemos que en lo dicho hay un sujeto de la enunciación y que las ideas han de situarse en su contexto y en la relación con la postura e ideología de quien las enuncia; sin embargo, partiendo del hecho de que todos los discursos ante la SCJN eran argumentativos y buscaban convencer desde posturas opuestas, a favor y en contra de la despenalización, lo que nos planteamos fue analizar cada conjunto como un todo, examinando sus distintas dimensiones, como ya lo hemos explicado. Por ello, no nos referimos a la identidad de las voces cuyos enunciados analizamos, aunque remitimos a sus textos, porque nos interesa destacar las estrategias discursivas, las ideas, la lógica del argumento, y a veces el tono o la intención específica, y no las personas que las enuncian.[11]

			SOBRE EL CONTENIDO DEL LIBRO

			De acuerdo con el propósito de este libro: analizar los argumentos presentados, a favor o en contra de la despenalización del aborto ante la SCJN en 2008, su lógica, fundamentos e implicaciones, trazamos un panorama del contexto del debate y después presentamos el análisis de los argumentos expuestos. Este libro, entonces, se divide en dos partes.

			En la primera ofrecemos un sucinto panorama de los Caminos recorridos, desde las primeras voces hasta la reforma de 2007, considerando los cambios en la orientación ideológica de las políticas públicas relacionadas con el aborto. Destacamos con mayor profundidad las acciones que condujeron a dicha reforma y posteriormente a las contrarreformas de 2008-2010, y aludimos a las posturas de diversos actores, en contra y a favor de la despenalización del aborto, como sustrato que contextualiza las orientaciones ideológicas en torno a la reforma. Añadimos los complejos problemas y dilemas que enfrentan las mujeres en el proceso de decisión de interrumpir su embarazo inesperado.

			Así pues, en el primer capítulo identificamos tres momentos, del siglo XX a la actualidad (2015), en las políticas de población y en las demandas de acción de la sociedad civil, en particular de los movimientos feministas, que han incidido o buscan incidir en las políticas públicas, en relación con los derechos sexuales y reproductivos y el aborto. En estas tres etapas de la realidad sociodemográfica observamos la ruptura y reorientación de la política de población, desde una perspectiva poblacionista a una política antinatalista y a una etapa en que la política está centrada en una orientación hacia los derechos humanos, en particular los derechos sexuales y reproductivos. A lo largo de estas tres etapas destacamos los determinantes de la dinámica poblacional relacionados con el aborto. Guía nuestra exposición el interés por analizar cómo se construyen, en estos diferentes momentos, los discursos, iniciativas, programas, leyes, avances y retrocesos en torno al tema del aborto, su despenalización y el derecho de la mujer a decidir sobre su autonomía sexual y reproductiva.

			En el segundo capítulo nos detenemos en las reformas al Código Penal y a la Ley de Salud del D.F. que en abril de 2007 despenalizaron el aborto hasta la semana 12 y abrieron el acceso a un aborto seguro en los hospitales de la Ciudad de México, mediante un programa que incluye consejería pre- y post- aborto y que busca asegurar el uso de métodos anticonceptivos para prevenir más embarazos imprevistos o no deseados y evitar la reincidencia del aborto. Situamos estas reformas en su contexto político, retomando a grandes rasgos la historia de la liberalización del aborto en el D.F., y examinando los debates del momento. De la aprobación de esta legislación y de los intereses contrarios a ella surgen las acciones de inconstitucionalidad de la CNDH y la PGR contra ella. Trazamos aquí entonces el camino que lleva de la liberalización de la legislación sobre el aborto en la capital del país al posterior endurecimiento de los marcos legales con la inscripción del derecho a la vida desde la concepción-fecundación hasta la muerte natural en 16 entidades federativas, cambio normativo que ha favorecido la persecución punitiva de mujeres que han abortado.

			En el tercer capítulo ofrecemos un amplio panorama de los principales actores que inciden en el debate acerca del aborto, de la legislación que lo regula y permite o no el acceso a éste de manera segura, y damos cuenta de sus posturas ante éste. Destacamos primero la postura de la Iglesia católica, que ha promovido la defensa de la vida “desde la concepción-fecundación hasta la muerte natural”, frenando así la legislación sobre el aborto seguro. Pese a su verticalidad, existen en ella grupos, como Católicas por el Derecho a Decidir, que postulan interpretaciones alternativas de documentos y doctrina. Damos cuenta también de claros indicios de que la feligresía no sigue al pie de la letra los mandatos de la jerarquía. Luego, tratamos brevemente la postura de quienes han apoyado la despenalización, en particular el movimiento feminista y los defensores de derechos humanos, incluyendo los lineamientos de las convenciones y tratados internacionales, en tanto marco jurídico internacional de referencia.

			Nos ocupamos después de los partidos políticos, que constituyen otro actor clave, puesto que sus representantes desempeñan un papel fundamental en la definición de un marco legal que guía y regula políticas y programas relativos a la salud, la salud pública, el aborto, los derechos humanos, así como los usos de la ley penal. Aquí examinamos algunos de sus documentos básicos que leemos como premisas y propuestas que en teoría deberían guiar sus acciones, y así detectamos congruencia, incoherencia y contradicciones entre sus palabras y sus hechos.

			Otro conjunto de actores importantes que intervienen de manera más directa en el proceso del aborto son los agentes del poder judicial y los abogados, por un lado, y los médicos, por otro. Por medio de evidencias de sus acciones (o las consecuencias de éstas) y en función de su acuerdo o desacuerdo con las causales que autorizan el aborto legal, observamos la persistencia de prejuicios y presiones sociales que llevan a estos profesionales a estigmatizar a las mujeres que abortan. En el caso de los médicos, existen además barreras y presiones institucionales que inciden en su desempeño y en la atención que dan a las mujeres que buscan abortar o ser atendidas por complicaciones de aborto, llevándolos incluso al maltrato o a rehusar atenderlas.

			Por último, enfocamos el complejo proceso del aborto desde la experiencia de la mujer, que con frecuencia queda en la sombra durante los debates públicos. Abordamos los distintos dilemas que la mujer enfrenta en el proceso de decisión de interrumpir su embarazo, en términos legales, ante la intervención del Estado, en función de sus condiciones socioeconómicas y en relación con la cultura de la prevención y con su cuerpo.

			La segunda parte de este libro, Aborto y salud: facetas del debate, se centra en el análisis de los argumentos que seleccionamos para este estudio, mediante seis capítulos hilados por el tema de la salud y el aborto en distintas dimensiones.

			En el cuarto capítulo explicamos la importancia de distinguir entre los tipos de aborto de que se habla y lo que implica la despenalización. Analizamos los argumentos expuestos por uno y otro grupo, en contra y a favor de la despenalización del aborto, en términos morales, éticos, legales, de los derechos sexuales y reproductivos (como derechos humanos), así como la responsabilidad del Estado en la política pública, como garante del derecho a la vida para unos y de los derechos humanos para otros. Entre los opositores a la despenalización destaca la centralidad del concepto de cigoto-embrión como ser humano desde el momento mismo de la concepción, consideración moral que condena el aborto como homicidio. A esta visión se contraponen los argumentos éticos y legales de quienes favorecen la despenalización y, basados en la neurociencia y la bioética, niegan al embrión la calidad de persona a la vez que postulan el sentido moral y ético del aborto desde la perspectiva de la libertad, la autodeterminación y la autonomía de las mujeres.

			En los siguientes cuatro capítulos abordamos el tema principal de este estudio: el aborto inseguro como un problema de salud y salud pública, en que se evidencia la importancia de garantizar el ejercicio del derecho a la salud. Aquí nos interesa ofrecer una visión más amplia de estos temas. A la luz de las reflexiones de los especialistas y de las evidencias empíricas disponibles acerca de los temas antes citados, analizamos los argumentos, estrechamente relacionados con las políticas públicas en torno al aborto, de las distintas posiciones a favor o en contra de la despenalización.

			En el quinto capítulo mostramos cómo entienden e interpretan los exponentes de ambas posiciones las evidencias empíricas con las cuales buscan sustentar la racionalidad de sus argumentos acerca de la relación entre marco jurídico y magnitud del aborto. Presentamos primero un breve panorama del heterogéneo marco legal vigente en las regiones del mundo, en el cual se muestra la diversidad de causales bajo las cuales se permite el aborto. Luego delineamos tres patrones para ejemplificar la trayectoria de la incidencia del aborto, en función de los cambios en los marcos jurídicos de distintos países: el primero muestra el panorama en los ámbitos mundial y regional; el segundo da cuenta de la amplia y diversa trayectoria de la despenalización en algunos países de Europa Occidental y Oriental donde el aborto es legal, y el tercero incluye ejemplos de la incidencia del aborto en países con marcos legales restrictivos de América Latina, en especial México. Por último, examinamos la estrategia discursiva de ambos grupos acerca del vínculo entre marcos legales e incidencia del aborto, su impacto en los niveles de mortalidad y morbilidad materna y su estrecha articulación con la práctica anticonceptiva.

			En el capítulo sexto, abordamos la relación entre aborto y salud desde una visión amplia e integral de la salud y la salud pública. La salud física, mental y social no significa sólo ausencia de enfermedad sino también bienestar personal, familiar y social; la salud pública, a su vez, implica un concepto del bien común acorde con las condiciones de vida y necesidades de la población. Partimos de algunos desarrollos conceptuales de especialistas en salud pública, cuyos aportes acerca del significado y alcance de los conceptos de salud y salud pública son esenciales para una mejor comprensión de los argumentos expuestos en contra y a favor de la despenalización. Examinamos después estos argumentos respecto del concepto mismo de salud, de política pública y del papel del Estado como garante de la salud y rector de las políticas de salud pública.

			En el séptimo capítulo exponemos el concepto de derecho a la salud, aludiendo a la obligación del Estado de garantizarlo como parte de los derechos humanos, según lo abordan diversos especialistas. En ese marco, el tema del derecho a la salud ha ocupado un lugar central como un derecho de las mujeres a decidir sobre su cuerpo y su autonomía sexual y reproductiva. Según los especialistas en tratados internacionales, la salud es un bien público cuya protección en gran medida está a cargo del Estado, responsable de regular y fiscalizar los servicios de salud para lograr una efectiva protección del derecho a la vida, al bienestar y a la integridad personal. A partir de esta conceptualización, analizamos los discursos de quienes están a favor o en contra de la despenalización. Los primeros, desde el marco de los derechos humanos, destacan la obligación del Estado en la instrumentación de medidas para hacer efectivo el derecho a la salud de las mujeres. Los segundos, en cambio, reinterpretan artículos de la Constitución para postular que el cigoto-embrión-feto es una persona cuyo derecho a la vida debe protegerse, y rebaten así la constitucionalidad de la reforma de 2007. Destacamos la importancia de promover y garantizar la cultura de la prevención para pasar del marco legal a la implementación de acciones, iniciativas y programas. En este sentido, adquieren particular importancia los programas de planificación familiar, sobre todo los referidos a la anticoncepción y los de educación sexual, así como el papel de los médicos, tres elementos fundamentales para prevenir los embarazos no deseados e imprevistos, y por tanto los abortos inducidos.

			En el octavo capítulo examinamos específicamente la relación entre aborto y salud mental, sobre la cual hay muchos mitos que las evidencias científicas desmienten. Los argumentos contra la despenalización del aborto suelen esgrimir los resultados de ciertos estudios que demostrarían que el hecho mismo de abortar tiene un efecto adverso en la salud mental de las mujeres, cualquiera que sea su historia de vida. Lo que las evidencias científicas interpretadas con rigor muestran es, como también exponen quienes favorecen la despenalización, que el aborto en sí no afecta el bienestar y la salud mental de las mujeres, y que es preciso primero tener en cuenta la trayectoria y las condiciones de vida de éstas y luego distinguir entre un aborto en que éstas ponen en riesgo su salud y su vida y un aborto practicado en condiciones sanitarias adecuadas. A la par que analizamos los argumentos de unos y otros, remitimos a evidencias que demuestran que no puede hablarse de un “síndrome post-aborto” y que el acceso al aborto puede contribuir al bienestar de las mujeres y no afecta su salud mental más que cualquier otra intervención quirúrgica.

			En el último capítulo, partimos nuevamente de la experiencia de la mujer que ha tomado la decisión de no ser madre, esto es, que ha decidido interrumpir su embarazo ante circunstancias específicas en una etapa de su vida. Nos centramos en la relación entre aborto y maternidad, desde la perspectiva de la salud y retomando las dimensiones legales, éticas y morales, socioeconómicas y culturales a las que nos referimos a lo largo del libro. Analizamos los argumentos en contra y a favor de la despenalización del aborto, en términos de la maternidad como norma o libre elección, en relación con los supuestos derechos del padre, y en cuanto a las opciones que se ofrecen a la mujer bajo marcos legales restrictivos. Observamos que mientras los primeros idealizan la maternidad y equiparan ser mujer con ser madre, los segundos conciben la maternidad como una opción, reivindicando la libertad y la autonomía de las mujeres. Por otra parte, mientras los conservadores argumentan que la decisión de abortar de la mujer transgrede el derecho a la paternidad, quienes favorecen la despenalización y diversos estudios cuestionan la validez de dicho derecho así formulado. Finalmente retomamos las supuestas opciones que tienen las mujeres en contextos restrictivos y nos preguntamos cuál es su viabilidad y cuáles sus implicaciones.

			A la luz del análisis realizado en este libro, presentamos por último algunas reflexiones acerca de los argumentos del debate, sus implicaciones para la salud y el bienestar de las mujeres, y proponemos algunos lineamientos para que las políticas públicas contribuyan a reducir la incidencia del aborto inseguro y sus consecuencias adversas en la vida de las mujeres.

			En las páginas que siguen buscamos hacer una presentación comprehensiva, integral y fluida de cada tema, de tal modo que el conjunto se lea como un todo, a la vez que cada capítulo constituya por sí mismo una unidad integrada. Por esta razón, si bien todos los capítulos tienen una sección que nos permite introducir y enmarcar el problema en un panorama social más o menos amplio o en un campo de estudio particular, y una sección de análisis y discusión de los argumentos en sí, el acercamiento al tema varía de un capítulo a otro, y cambia también el orden en que presentamos la sección de argumentos a favor y en contra de la despenalización. Asimismo, cabe advertir que si hay cierta reiteración a lo largo del libro se debe a que un mismo argumento se puede analizar desde distintos ángulos y se interrelaciona necesariamente con varias y similares facetas o dimensiones del problema.

			Este libro es producto de un trabajo colectivo a través de fronteras y disciplinas. Se ha enriquecido con las aportaciones de numerosas investigaciones publicadas que nos proporcionan sus reflexiones y hallazgos al incursionar en las controversias planteadas por los grupos que se oponen o favorecen la despenalización del aborto, desde diversas perspectivas. Reconocemos el oportuno trabajo de compilación de quienes publicaron los dos libros en que nos basamos, no sólo porque éstos nos fueron indispensables sino también porque en ellos ha quedado documentado un episodio muy importante del debate en torno al aborto y su despenalización. Así sea sólo indirectamente, agradecemos a los ponentes su participación en las audiencias: a favor o en contra, nos incitaron a pensar, a ir más allá de sus palabras, y nos provocaron una gama de emociones, reacciones y reflexiones.

			Agradecemos de igual modo la contribución de numerosas colegas comprometidas con estos temas, en particular Verónica Cruz, Lourdes Enríquez, Martha Juárez y Alma Ramírez, quienes generosamente compartieron información con nosotras. Lourdes Enríquez y Arturo Sotelo nos permitieron citar un artículo inédito suyo. Queremos reconocer el trabajo de Karla Flores Celis, quien colaboró en las primeras etapas de la investigación y en la sistematización de la información para los capítulos sobre las reformas legales en el D.F. y sobre salud mental; así como la colaboración de Andrea González Aguilar en la última etapa de este trabajo. Agradecemos también las atinadas y muy útiles sugerencias de quienes dictaminaron la versión que llevó a la publicación de este libro, cuya lectura esperamos invite a reflexionar y a ahondar en un asunto que, más allá de la ley, la religión o el control social, involucra la vida y la salud de millones de mujeres.
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			NOTAS AL PIE

			
				
					[1] Amicus curiae, expresión latina que se traduce como “amigo de la corte”, es una figura derivada del derecho romano utilizada principalmente en el derecho anglosajón. Su objetivo es abrir la posibilidad a terceros que no son parte de un litigio, pero que poseen un interés demostrable y justificado en la resolución de éste, a promover voluntariamente una presentación que contiene una opinión técnica mediante la cual aportan elementos que pueden resultar jurídicamente trascendentes al momento en que el juzgador resuelva sobre la materia del litigio (Encyclopædia Britannica Online, 2013).

				

				
					[2] Los llamamos así en cuanto que buscan preservar el statu quo y se ostentan como representantes de “valores” morales que en gran medida corresponden a sociedades tradicionales que justifican la desigualdad y sumisión de las mujeres, entre otras razones.

				

				
					[3] Aunque no se dio propiamente un debate ante la SCJN puesto que los representantes de cada parte no discutieron entre sí, sino que presentaron sus argumentos en audiencias distintas, nos referimos aquí a un debate porque en el ámbito público los discursos se cruzan, contradicen, argumentan y contra-argumentan y se responden, así sea indirectamente, y estas audiencias se inscribieron en el debate público más amplio.

				

				
					[4] El libro incluye un prólogo de Cecilia Romero, fundadora y presidenta de la Asociación Nacional Cívica Femenina, A.C. (Ancifem), una introducción del doctor Jesús Kumate y un preámbulo sobre el derecho a la vida del feto, de Ignacio R. Morales Lechuga. Se publicaron 39 de 40 ponencias.

				

				
					[5] En este libro se incluyen 23 de 40 ponencias y 5 textos de otras personas que, aunque no participaron en las audiencias directamente, aportan ideas indispensables para el debate en el tema que abordamos, y de los cuales incluimos extractos en nuestra selección. Precede a los textos una introducción de la antropóloga feminista Marta Lamas.

				

				
					[6] En las audiencias se clasificaron las intervenciones en términos del apoyo u oposición a la constitucionalidad de las reformas hechas por la ALDF, pero aquí nos concentramos en la postura correspondiente a la despenalización del aborto que, más allá de una disputa jurídica sobre las atribuciones de la ALDF, era el objeto central de la controversia. A partir de esta nota, en esta introducción nos referiremos a estos grupos como “en contra” (de la despenalización del aborto) y “a favor” (de ésta y de la constitucionalidad de las reformas).

				

				
					[7] Tomamos la información acerca de los ponentes no incluidos en los dos libros, del documento “Clasificación de información 34/2008-A, derivada de la solicitud presentada por Felipe de Jesús Zamora Castro” (SCJN, 2008).

				

				
					[8] Participaron también funcionarios: el presidente de la Comisión de Derechos Humanos del D.F., la presidenta del Inmujeres del D.F., y la representante legal del Gobierno del D.F.

				

				
					[9] En contra de la despenalización participaron quienes presentaron las acciones de inconstitucionalidad: el presidente de la CNDH; el procurador y el subprocurador de Derechos Humanos de la Procuraduría General de la República.

				

				
					[10] Por ámbito discursivo entendemos el campo de un discurso especializado, profesional o disciplinario; por ejemplo, que tiene un marco conceptual y un conjunto de conocimientos propio, fuentes de autoridad propias y un lenguaje especializado, y que sigue cierta lógica. Como señala Bakhtin, el ámbito discursivo en general es social y por tanto en él hay una estratificación discursiva y se manifiestan relaciones de poder; es, por ende, un ámbito conflictivo. Dentro de cada ámbito especializado hay igualmente distintas visiones, valoraciones y fuentes de autoridad. En el discurso jurídico, por ejemplo, puede hablarse desde el derecho natural o desde el derecho positivo, con valoraciones, intenciones e interacciones diversas (Bakhtin, 1981: 271-273 y 288-291).

				

				
					[11] No sobra tal vez puntualizar que nos planteamos este estudio como análisis de ideas, no como crítica o elogio a las personas específicas que las sustentaron. Para identificar las fuentes de los argumentos citados, usamos las iniciales de sus ponentes. Esto no implica que en el libro no hagamos preguntas y planteamientos críticos acerca de las posiciones de los grupos a los que puedan pertenecer o con los que puedan simpatizar. Quien quiera identificar a los ponentes puede consultar la lista al final de esta Introducción, así como los libros a cuyas páginas remitimos en cada argumento seleccionado.

				

			

		

	
		
			
			PRIMERA PARTE
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			1. EL CONTEXTO POLÍTICO-IDEOLÓGICO  DEL ABORTO EN MÉXICO

			INTRODUCCIÓN

			La política poblacional está estrechamente ligada al concepto y visión del país que se tiene desde el Estado. En México como en otros países, han variado las orientaciones y perspectivas analíticas y programáticas que se otorgan a los diferentes componentes de la dinámica demográfica y su relación con las condiciones de vida de la población. En el siglo XX se transitó de una política poblacionista en que se valoraba un aumento de la población como una forma de riqueza nacional en términos de recursos humanos y ocupación del territorio, a una preocupación e interés por reducir los elevados niveles de crecimiento de la población como una forma de mejorar el bienestar y niveles de vida de la misma. A partir de los años noventa, en un contexto internacional de mayor actividad política de los movimientos de mujeres, de un intenso y crítico cuestionamiento por parte de la academia acerca de las grandes carencias y desigualdades en el ámbito de la sexualidad y reproducción y de los rezagos y efectos en la instrumentación de los programas de planificación familiar, y, sobre todo, de la mayor importancia otorgada a los derechos humanos en general, se reconocen e institucionalizan los derechos de las mujeres, en particular los derechos sexuales y reproductivos, que se legitiman como tales por primera vez en la agenda de la Conferencia de Población de El Cairo y en la declaración de Beijing. Estos derechos también son reconocidos en la Constitución Mexicana, en la Ley de Población y en los diversos programas gubernamentales efectuados en este ámbito (Lerner y Szasz, 2003).

			En México, como en muchos países en desarrollo, el control de la fecundidad, la posibilidad de no vivir la maternidad como destino y las inequidades de género han sido también preocupación central de mujeres organizadas en movimientos feministas y sindicalistas. A lo largo del siglo pasado y hasta hoy, las mujeres han demandado acceso a los métodos anticonceptivos y al aborto seguro, el reconocimiento de la maternidad como una opción que se puede elegir o no y cuyo desarrollo tienen derecho a regular; y han construido desde los años setenta, y sobre todo desde los noventa, un discurso donde el reconocimiento de los derechos sexuales y reproductivos es central. El acceso a la salud, a la planificación familiar, al aborto seguro y a una educación sexual integral y científica han sido y son algunas de sus principales demandas. Los movimientos feministas también han denunciado la violencia de género: primero la violencia sexual, luego la violencia de pareja y en años más recientes la violencia feminicida, entre otras. Si en un primer momento voces dispersas enunciaban esas demandas aun en contra de las políticas oficiales, a partir de los años setenta se hacen evidentes coincidencias, aunque con variados matices, entre las demandas de las mujeres y las políticas públicas. Es desde el inicio del siglo XXI cuando se visibilizan con mayor intensidad las coincidencias y divergencias significativas en estos temas ante los cambios legislativos en torno a la despenalización del aborto. En los debates surgen también otras voces, como las de las Iglesias, en particular la de la jerarquía católica, y hacia fines de los años setenta, con cada vez más poder económico, las de los grupos “provida” y anti-derechos de las mujeres. Todos estos actores participaron activamente en las discusiones acerca de la despenalización del aborto en el Distrito Federal (D.F.) en 2007 y en las que se dieron en torno y dentro de las audiencias públicas que la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) organizó en 2008 a raíz de las acciones de inconstitucionalidad que presentaron ante ella la Procuraduría General de la República (PGR) y la Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH). Estos diversos agentes sociales siguen activos hasta hoy.

			En este capítulo presentamos un panorama de los principales planteamientos ideológicos y las iniciativas políticas y de la sociedad civil en torno a las principales transformaciones en el ámbito de la salud sexual y reproductiva, en particular en el tema del aborto, que se han dado en México desde el siglo pasado como parte de la “cuestión poblacional”. En décadas recientes este tema ha adquirido un lugar preponderante en este ámbito, al evidenciar principalmente los elevados niveles de su práctica así como las consecuencias en las condiciones de salud y de vida de la población, en particular de las mujeres. Realizar un análisis amplio y profundo rebasa el objetivo de este libro. Nos interesa, en cambio, ofrecer un acercamiento sucinto y parcial para enmarcar, a la luz de las preocupaciones que se han planteado en los diversos contextos poblacionales y en el debate acerca del aborto, el análisis de los argumentos expuestos a favor y en contra de la despenalización del aborto, a partir de las audiencias públicas realizadas por la SCJN en 2008, que desarrollaremos en la segunda parte de este libro.

			Nuestro análisis se inscribe aquí en una perspectiva poblacional porque consideramos necesario dar mayor visibilidad a situaciones problemáticas prioritarias de una realidad sociodemográfica cambiante en el ámbito de la reproducción de la población, que directa o indirectamente se vincula con la cuestión del aborto. De manera un tanto arbitraria hemos identificado tres momentos de la política de población en México, en función de ciertas particularidades sociodemográficas, políticas e ideológicas. A la caracterización de estos escenarios hemos entrelazado la participación de la sociedad civil, en particular la del movimiento feminista y la correspondiente a los actores conservadores. Con ello buscamos mostrar los cambios que se han dado en las políticas públicas así como la mayor o menor interrelación entre ellas y la sociedad civil. Una de las preguntas que guían nuestra exposición es: ¿Cómo se construyen en estos diferentes momentos los discursos, las iniciativas, los programas, las leyes y los avances y retrocesos en torno al tema del aborto, su despenalización y el derecho de las mujeres a decidir sobre su autonomía sexual y reproductiva? ¿Cuáles son los argumentos, las iniciativas y los actores sociales que inciden en esta construcción?

			PRIMERAS VOCES EN TORNO A LOS DERECHOS DE LAS MUJERES EN EL SIGLO XX

			La lucha por la libertad de las mujeres fue desde principios del siglo XX y sigue siendo hoy, uno de los principales objetivos de los movimientos feministas internacionales que rescataron y enfatizaron, como señala Lamas (2003a), tres consignas esenciales: la maternidad voluntaria; la necesidad de cambiar las condiciones de sumisión e inequidad de las mujeres, en particular la violencia sexual contra ellas, y el derecho a la libre opción sexual y reproductiva. Estas consignas también formaron parte de los primeros movimientos feministas en México,[1] y han estado presentes, con menor o mayor fuerza, en los debates acerca de la problemática poblacional.

			Pese a la participación de las mujeres en la Revolución de 1910 y a demandas previas respecto a su derecho a la ciudadanía plena, las leyes y los primeros regímenes revolucionarios no les fueron tan favorables como las feministas de la época esperaban. No obstante, cabe subrayar que, al refrendar la separación de la Iglesia y del Estado promulgada por los liberales en el siglo XIX, la Constitución de 1917 consolida un marco favorable al discurso de los derechos de las mujeres, y de los hombres. Como señalan Amuchástegui et al. (2010), la prohibición de que las instituciones religiosas participen en asuntos públicos es fundamental, ya que implica restringir las creencias religiosas al ámbito privado, aun cuando la reforma al artículo 130 en 1992 —que otorgó el voto a los ministros de culto y reconoció a las asociaciones religiosas— debilitara esa restricción. En este sentido, el carácter laico del Estado enmarcó las principales políticas públicas a lo largo del siglo XX y ha sido un referente importante en los debates en torno a la política poblacional y los derechos de las mujeres que, en distintos momentos, han involucrado también la interrelación entre religión y política, dadas sus repercusiones públicas y privadas en el ámbito sexual y reproductivo, como también señalan dichas autoras.

			La lucha por los derechos de las mexicanas ha sido larga. Entre las primeras voces feministas que se hicieron oír en el periodo revolucionario destacan las que en el primer y segundo congresos feministas abogaron por el derecho de las mujeres a la educación, a favor de la coeducación y la educación sexual, y por la difusión de los métodos anticonceptivos entonces conocidos. En el Primer Congreso Feminista de México, realizado en 1916 en Mérida, Yucatán, se aludió a los derechos de la mujer y a la paternidad y maternidad responsables; en el segundo congreso, de 1922, se apoyó la publicación de la norteamericana Margaret Sanger, que destacaba la importancia de promover medios seguros y efectivos para evitar la concepción. Antes, la Convención Regional Obrera celebrada en 1917, en Tampico, Tamaulipas, propugnó por “el derecho a evitar la procreación ilimitada” (Sandoval Arriaga, 2010). Si bien en su momento las expresiones favorables a la libertad sexual de las mujeres causaron escándalo (Lau, 2011), cabe mencionar el establecimiento, con anuencia gubernamental, de clínicas privadas de planificación familiar (PF) durante el gobierno de Calles, en 1925, cuyas actividades se suspendieron posteriormente para adecuarse a la orientación de la primera Ley de Población de 1936.

			Como veremos a continuación, hasta principios de los años setenta prevaleció en México una política poblacionista en que las demandas de las mujeres tuvieron poco eco.

			PERSPECTIVA POBLACIONISTA Y VOCES POR LA DESPENALIZACIÓN: LOS PRIMEROS SETENTA AÑOS DEL SIGLO XX

			La preocupación acerca de la cuestión poblacional que llevó a la intensa expansión demográfica en la segunda mitad del siglo XX en México tiene su principal origen en el reconocimiento, por parte de Gilberto Loyo (1935), de las llamadas “deficiencias poblacionales” observadas en los primeros años del periodo posrevolucionario, que remitían a la cantidad, calidad y distribución de la población en el territorio —caracterizadas por un escaso crecimiento natural de la población ante las altas tasas de mortalidad, incluyendo alta mortalidad infantil y bajos niveles de fecundidad, y un poblamiento espacial altamente disperso y adverso que lo etiquetaba como país despoblado—. De este diagnóstico se derivaron propuestas para impulsar el crecimiento y expansión de la población y la creación y fortalecimiento de núcleos de población y colonización, a las que debía acompañar una política social orientada a mejorar las condiciones de vida de la población en materia de salud, educación, infraestructura, integración étnica, entre otras (Sandoval Arriaga, 2010, y Cabrera, 1994).

			Esta conceptualización de la cuestión poblacional en los albores del siglo XX se plasmó en la primera Ley General de Población, promulgada en 1936, y subyace también en la formulación del primer Plan Sexenal de Gobierno (1934-1940), documentos en los cuales, como señala acertadamente Sandoval, no se definieron instrumentos específicos para su puesta en marcha:

			sino más bien [dicha conceptualización] se tradujo en un discurso poblacionista continuamente reiterado, acompañado de cierta exaltación ideológica de valores, tales como la maternidad y la elevada fecundidad, así como de políticas y acciones relativamente autónomas en materia de migración, reforma agraria, industrialización, indigenismo, salud, seguridad social y educación (Sandoval Arriaga, 2010: 438-439).

			En este contexto, la intervención del Estado, orientada a aumentar los niveles de fecundidad, se configura como parte de una posición pronatalista, de laissez faire, y se mantiene la prohibición de la práctica del aborto, tipificada como delito en el código penal de 1931 en el cual se conservan como únicos excluyentes no punibles la imprudencia de la mujer, para salvar la vida de la madre, y se añade el aborto por violación sexual (Islas de González Mariscal, 2008).

			Contra esta disposición, algunas feministas de la época demandaron la derogación de ese delito del código penal. La destacada feminista y cirujana Matilde Rodríguez Cabo leyó en 1936 ante la Convención de Unificación Penal la ponencia de la médica nicaragüense Ofelia Domínguez Navarro, “El aborto por causas sociales y económicas” (1936), y retomó sus argumentos en 1937 ante el Frente Socialista de Abogados. Domínguez caracterizaba el aborto como un problema de injusticia social, ya que su prohibición afectaba sobre todo a las mujeres más pobres, y por tanto, argumentaba, su reglamentación competía a la salubridad pública y no al derecho penal (Cano, 1990). La autora planteaba además que la despenalización debía formar parte de un programa de salubridad que incluyera acceso a métodos anticonceptivos “al alcance de las mujeres de todos los sectores sociales y la obligación de los médicos de brindar información anticonceptiva”, argumentos que coincidían con otras demandas sociales planteadas por las mujeres organizadas. Estas voces, de avanzada, quedaron desoídas por décadas, pues sólo a mediados de los años setenta se incorporaría la problemática de los derechos de las mujeres en materia de procreación, expuesta principalmente por los movimientos feministas: antes no se tomarán en cuenta ni las condiciones de vida de las mujeres ni los derechos de autonomía en la reproducción.

			En el contexto pronatalista, de laissez faire, que primó hasta finales de los años sesenta, el control de la fecundidad (y de la sexualidad conyugal) se delegó en mayor o menor grado al espacio privado e íntimo de la familia, con las normatividades religiosas, morales y culturales prevalecientes y en función de su desigual capacidad para acceder a instancias médicas, públicas y privadas, para regular la fecundidad con los medios disponibles.[2] Sin embargo, ya para finales de los años sesenta surgieron iniciativas de asociaciones civiles en el campo de la planificación familiar, como la Asociación Pro-Salud Maternal y la Fundación para los Estudios de Población, hoy día conocida como Asociación Mexicana de Planificación familiar (Mexfam), cuyas actividades estaban dirigidas a grupos de población menos favorecidos (Lerner, 1967). La intervención del Estado en materia de política de población se circunscribía principalmente a la instrumentación de programas y servicios en salud y de inversiones en obra pública que incidieron en la disminución de los niveles de mortalidad. En materia de fecundidad, la información y el acceso, así se limitara a los reducidos métodos anticonceptivos (MA) existentes y a ciertos grupos de población en mejores condiciones, eran proporcionados principalmente por instancias médicas privadas que coadyuvaron indirectamente a las transformaciones de la dinámica demográfica y estuvieron acompañados por cambios significativos, aunque todavía incipientes, con la pequeña pero creciente entrada de mujeres a la educación universitaria y, más significativa, a los mercados de trabajo (Lerner y Szasz, 2003).

			TRANSICIÓN A UNA PERSPECTIVA ANTINATALISTA: LAS DÉCADAS DE LOS SETENTA Y LOS OCHENTA

			El resquebrajamiento del paradigma poblacionista que se había iniciado a mediados de siglo ante los retos y obstáculos que representaba el acelerado crecimiento poblacional, llevó, hacia 1970, a una modificación de los términos y referentes de la cuestión poblacional y de los objetivos de la política de población ante el panorama económico mundial y el creciente y desigual deterioro en las condiciones de vida de la mayoría de la población. Si bien en la discusión acerca de las relaciones entre población y desarrollo, algunas voces latinoamericanas pusieron énfasis en el desarrollo social y económico como elemento coadyuvante para reducir los niveles de fecundidad, las desigualdades y la pobreza,[3] otras voces, mayoritarias, consideraron que el acelerado ritmo de crecimiento poblacional constituía el mayor obstáculo para disminuir la pobreza, y era por tanto una amenaza al desarrollo y un freno para alcanzar un mayor bienestar económico y social. Para lograr éste era prioritario, entonces, establecer programas para regular y disminuir la fecundidad (Sandoval Arriaga, 2010; Lerner y Szasz, 2003).

			En este segundo escenario que abarca de 1970 a 1990, y sobre todo en el que se inicia en los años noventa, cabe destacar la importancia de las conferencias mundiales de población auspiciadas por la Organización de Naciones Unidas, en las cuales se reconoció la igualdad jurídica entre el hombre y la mujer, y el derecho de las parejas y los individuos para decidir libremente el número y espaciamiento de sus hijos. Estos planteamientos se expusieron por primera vez en la Primera Conferencia sobre Derechos Humanos, celebrada en Teherán en 1968, y luego en la Conferencia de Población de Bucarest, en 1974, en la que además se afirmó la necesidad de que el Estado garantizara los medios para ejercer estos derechos.[4] En el mismo sentido, en la Primera Conferencia Mundial del Año Internacional de la Mujer, realizada en México en 1975, se reconoció la integridad física de las mujeres y su derecho a decidir sobre su propio cuerpo, incluida la maternidad opcional (Lerner y Szasz, 2003). Unos años después, la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés) de 1979 (que entró en vigor el 3 de septiembre de 1981), enfatizó la urgente necesidad de eliminar la discriminación contra las mujeres y de impulsar la igualdad de género, y promovió el respeto a los derechos de las mujeres en su ámbito reproductivo. Ésta y otras convenciones internacionales, suscritas por el gobierno mexicano, irán consolidando dos elementos centrales en la visión de la reproducción poblacional: por un lado, el derecho de las mujeres a tomar sus propias decisiones en materia de sexualidad y reproducción —que retoma las demandas de los movimientos feministas, entre éstas el control de las mujeres sobre su propio cuerpo y la autodeterminación reproductiva—, y por otro, la necesidad de impulsar cambios legales para reducir las desigualdades de género.

			A partir de los años setenta, el Estado mexicano emerge como un agente clave al instituir una política de población cuya instrumentación, como ya mencionamos, se centrará casi exclusivamente en la regulación del crecimiento de la población mediante programas de planificación familiar (PPF). Éstos básicamente se dirigen a la expansión de la cobertura anticonceptiva moderna, con metas cuantitativas en términos de tasa de fecundidad y de cobertura de uso de MA. Para reorientar la política de población, se desarrollan entonces en el ámbito político varias iniciativas: a) se promulga una nueva Ley General de Población en 1974 y la Ley General de Salud en 1984 (Cabrera, 1994), instrumentos que reconocen la obligación del Estado de garantizar que la población cuente con la información y el conocimiento que le permitan ejercer su derecho a planear la familia; b) se crea el Consejo Nacional de Población (Conapo) en 1974, como instancia de coordinación intersectorial para implementar programas y acciones para la planeación demográfica. Esto condujo al establecimiento, en 1976, del Programa de Planificación Familiar, cuya legitimidad se fundamenta en el objetivo de mejorar las condiciones de bienestar de la población, y en particular las condiciones de salud de las mujeres. Además, a partir de 1984 se crean los programas nacionales de desarrollo y de población (PNP) sexenales, en los que se definen diversas líneas de acción de las instancias públicas involucradas, para responder a la problemática poblacional. Se reafirma así la voluntad del Estado para influir en los componentes del cambio demográfico, considerado como elemento coadyuvante, pero primordial, para elevar la calidad de vida de la población.[5]

			En este contexto, tiene gran relevancia la reforma, en 1974, al Artículo 4º de la Constitución, en que se estipula la igualdad jurídica de hombres y mujeres y se establece que “toda persona tiene derecho a decidir de manera libre, responsable e informada sobre el número y espaciamiento de sus hijos”. También es relevante la adición que se le hace en 1983 para incluir el derecho “a la protección de la salud”, que conlleva la necesidad de dar acceso a esos servicios. Estas iniciativas son fundamentales, ya que plantean y reconocen los derechos, las libertades, la autonomía y el empoderamiento de las mujeres como principios esenciales en las decisiones relacionadas con su ámbito sexual y reproductivo, así como el derecho a la salud. Implican asimismo que el Estado ha de comprometerse en la implementación de programas en la materia, a partir de estos principios, aun cuando, con distintos gobiernos, como veremos, su instrumentación varíe en función de valores y conceptos de distintas fuerzas políticas e ideológicas.

			Como resultado de estas iniciativas políticas el escenario demográfico se modificó: los niveles de fecundidad cayeron drástica y rápidamente en un periodo de tiempo muy reducido.[6] Sin embargo, pese al objetivo de abarcar a todos los grupos sociales, la heterogeneidad y las brechas entre los sectores de población con las más desfavorables condiciones de vida persistieron,[7] debido en gran medida a las limitaciones y obstáculos en el acceso real y de calidad a los servicios públicos de salud. La disminución de la fecundidad obedeció a la amplia oferta institucional de MA brindada por el Estado, limitada en un principio a las mujeres unidas en edades reproductivas, que por tanto excluía y discriminaba a grandes contingentes de población (las púberes, las jóvenes solteras, las mujeres sin pareja, las mayores de 49 años, y a los varones de todas las edades, así como a los grupos de población más pobres que viven en condiciones marginales y desfavorables, como son las mujeres indígenas).[8] La velocidad en la reducción de la fecundidad se debió también en gran medida a la profundización de las transformaciones sociales, económicas y culturales a las que ya hemos aludido, como el mayor acceso de las mujeres a la educación, su creciente inserción en el mercado laboral, la mayor valoración de las familias pequeñas, el aumento en los costos económicos para la crianza y capacitación de los hijos y las menores expectativas de ayuda por parte de éstos. Estas transformaciones dieron pie a que las familias, y en particular las mujeres, demandaran medios para regular la fecundidad, y contribuyeron, a su vez, a un cambio en los valores, normas y hábitos relacionados con la vida reproductiva de éstas (Lerner y Quesnel, 1994).

			No obstante el éxito de los PPF y otras acciones programáticas para responder a los objetivos de la planeación demográfica en México, no mejoraron las condiciones de salud, de vida y de bienestar de muchas mujeres, ni de la mayoría de la población. La regulación y el control del número de hijos y la reducción de la fecundidad fueron clave para reducir las altas tasas de crecimiento poblacional en amplios sectores y para ofrecer opciones a las mujeres para controlar su descendencia. Sin embargo, para finales de los años ochenta, el muy conocido lema de los años setenta, “La familia pequeña vive mejor”, no correspondía con la realidad. Se confirmó entonces que, como varios países en desarrollo habían expuesto en las conferencias de población de Bucarest y México, “sin políticas de desarrollo social y económico adecuadas, las medidas exitosas aplicadas sobre la dinámica demográfica no resultaron en mayor bienestar de la población” (Szasz y Lerner, 2002: 167).

			En ese periodo, el enfoque de la política poblacional también fue cuestionado por mujeres organizadas, quienes señalaron las limitaciones en la instrumentación de los PPF, reivindicaron la maternidad libremente elegida y plantearon la necesidad de liberalizar el acceso al aborto en condiciones seguras para todas las mujeres.

			El feminismo de la segunda ola: reactivación  y ampliación de demandas básicas

			En medio de los cambios sociales y culturales que hemos delineado, surgen en los años setenta colectivos feministas que se pronuncian a favor de los derechos de las mujeres y contra la violencia. En el ámbito de la sexualidad y el control de la natalidad, destaca el proyecto Maternidad Voluntaria que la Coalición de Mujeres Feministas presentó, sin éxito, a la Cámara de Diputados en 1976. Gran importancia tiene también la conformación del Grupo Interdisciplinario para el Estudio del Aborto (GIA), convocado por el Conapo e integrado por 80 especialistas de distintas disciplinas y algunos representantes de instituciones religiosas, cuya recomendación final señaló que había que suprimir toda sanción penal por el aborto voluntario, y subrayó la imperiosa necesidad de expedir normas sanitarias para ofrecer una amplia y mejor atención en los servicios de salud (Lamas, 2008a). Esta iniciativa fue bloqueada por la Presidencia de la República y no se dio a conocer públicamente.

			En 1979, con el apoyo del Partido Comunista Mexicano (PCM) y del Partido Revolucionario de los Trabajadores (PRT), el Frente Nacional por la Liberación y el Derecho a Decidir de la Mujer y la Coalición de Mujeres Feministas, retomaron el proyecto de 1976 y lo presentaron al Congreso. En éste, como explica Tarrés (1993: 375), se advertía una “contradicción entre la nueva Ley General de Población, que establece la libertad de los individuos para decidir sobre el número de hijos que desean tener y el momento de tenerlos, y el Código Penal, que castiga” el aborto. Se enfatizaba también que no bastaba la despenalización y legalización del aborto si el Estado no aseguraba la prestación gratuita del servicio en óptimas condiciones sanitarias y cuando la mujer lo solicitara. La iniciativa “desató una feroz campaña de la derecha”, como señala Lamas (2008), en la que participó, entre otros, el Comité Nacional Provida de México.[9] La iniciativa fue desechada.

			La despenalización del aborto volvió a plantearse públicamente en 1983 mediante una iniciativa de la PGR, el Poder Judicial del Distrito Federal (PJDF) y el Instituto Nacional de Ciencias Penales (Inacipe), impulsada por el presidente De la Madrid. En ella se proponía reformar el Código Penal de 1931 para despenalizar el aborto “cuando se practicara dentro de los primeros 90 días de gestación, con previa opinión médica, y en un centro hospitalario” (Tarrés, 1993: 376). Una vez más la intervención de la Iglesia católica y organizaciones conservadoras como Pro Vida hicieron fracasar el proyecto.

			Además de reivindicar el derecho a la maternidad voluntaria, el neofeminismo de los años setenta y los ochenta trabajó a favor del mejoramiento de las condiciones de vida de las mujeres, en particular contra la violencia sexual y de pareja. Entre otras acciones, hubo grupos que se aliaron al movimiento urbano popular y llegaron a configurar un feminismo urbano popular (Moctezuma, 1984) que daría fuerza a movimientos posteriores. Se crearon colectivos contra la violencia sexual en diversos estados; en 1979, el Centro de Apoyo a Mujeres Violadas (CAMVAC), en el D.F., y en 1989 la Red contra la Violencia hacia las Mujeres, que ya tenía una articulación nacional, cuyo objetivo era apoyar legal y psicológicamente a mujeres maltratadas o violadas (Bartra, 2002; Saucedo y Huacuz, 2011; Serret, 2001).[10] Para las feministas, la violencia estaba relacionada con la desigualdad de las mujeres en el ámbito público; por ello también propusieron cambios legales contra el hostigamiento y la violación, entre otros, y reclamaron al Estado apoyo y políticas específicas para las mujeres violadas y maltratadas (Saucedo y Huacuz, 2011). A la larga, algunas de sus demandas serían recogidas en la creación de centros y programas gubernamentales para la atención a víctimas y, mucho después, con leyes específicas contra la violencia hacia las mujeres.
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CuADRO 1
Perfil de los participantes en las audiencias y en las publicaciones por sexo y adscripeién de sector,
segtin su posicion a favor o en contra de la despenalizacin del aborto

en 2008
Audiencias Libro
Afavor En contra Total Afavor En contra Total
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Hombre 35% (14) 60% (24)  47.5% (G38) 29% (8) 59% (23) 46% (31)

Mujer 65% (26) 40% (1) 525% 42) 71% (20) 41% (16) 54% (36)
Adscripcion

Academia 20% (8) 30% (12) 25% (20) 35.7% (10) 28% (11) 33% (22)

ONG 40% (16) 12.5% (5) 26% (21) 39.3% (11) 13%(5) 24% (16)

Publico 2750 (11) 20% (8) 24% (19) 21% (6) 215%(8) 21%7(14)

Privado 125% (5) 37.5% (15) 25% (20) 4% (1) 38% (15) 22% (15)

Total 100% (40) 100% (40) 100% (30) 100% (28) 100% (39) 100%(67)
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